Proyecto de Declaración

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

Declara

Que manifiesta su profunda preocupación por la situación que atraviesa el sector agropecuario de la Provincia de Buenos Aires, especialmente referido al precio de la carne y la suba de retenciones a la exportación de soja. Asimismo, solicita al Poder Ejecutivo de la Provincia que abra el diálogo con todo el sector y proteja los derechos e intereses de los productores locales.

Fundamentos

En los últimos días, el Gobierno Nacional impulsó determinadas medidas sobre el sector agropecuario y ganadero que han despertado una gran preocupación y malestar en todo el sector.

La suba en los precios de la carne y las retenciones a la soja y al girasol significó un golpe muy duro para los productores, quienes se sienten desprotegidos por el Gobierno, y no encuentran un panorama óptimo de cara al futuro.

Es de público y notorio conocimiento que las mencionadas medidas que implementó el Estado no hacen más que profundizar la crisis en la que se involucra las autoridades gubernamentales y los representantes del sector, relación que se ha ido desgastando a causa de la suba a las retenciones y a los elevados precios de la carne vacuna.

A su vez, el Gobierno Provincial no hace eco a las reiteradas protestas de los agropecuarios y actúa como cómplice del Estado Nacional. De esta manera se acentúa un conflicto que despierta una gran incertidumbre en un sector de la economía argentina que constituye la principal fuente de ingresos económicos en toda la Provincia de Buenos Aires y gran parte del país.

El accionar que más enoja  a los productores fueron los bajos precios que reciben por su trabajo en el mercado interno, en comparación con los precios a que se comercializan al exterior.
En menos de seis meses, el Gobierno aumentó los derechos de exportación a la soja en un 60 por ciento y al girasol, en un 66,3 por ciento. En ese mismo lapso, el incremento de los precios para la soja fue de aproximadamente el 27,1% y para el girasol, en cambio, hubo una caída del 6 por ciento. A su vez, los costos de los insumos (herbicidas, fertilizantes y gasoil, entre otros) tuvieron incrementos de entre el 40 y el 60 por ciento. 
Por otra parte, no resulta lógico que los productores reciban 500 pesos por tonelada de trigo, cuando en el mercado internacional cotiza en 470 dólares.

Con estos números, a un productor que haya sembrado cualquiera de los dos cultivos en septiembre u octubre pasado le será muy difícil entender la promesa del ministro de Economía, Martín Lousteau, respecto de que el nuevo esquema "genera certidumbre de largo plazo". 

A su vez, el nuevo esquema de retenciones móviles, además, trae una mala noticia para los productores: si el precio de la soja cae de los actuales US$ 330 por tonelada, aproximadamente, a los US$ 150, como se cotizaba en los días en que gobernaba el país Fernando de la Rúa, a mediados de 2001, el Estado se seguirá quedando con el 23,5% en concepto de retenciones.
Tanto el Estado Nacional como Provincial deberían abrirse al diálogo con los máximos representantes de las diferentes entidades agropecuarias y ganaderas, de manera que se estudie detenidamente los pros y las contras de esas políticas, y logren un acuerdo para evitar tensiones.

No olvidemos que los más perjudicados resultan ser los pequeños y medianos productores, quienes ven tristemente como sus ingresos se reducen notablemente y se sienten agredidos por las autoridades. Sólo las empresas grandes pueden sobrevivir ante este duro golpe.

Una vez mas funcionarios del gobierno, y en este caso el Ministro de Economía Losteau promete que para la campaña triguera 2008-2009 el productor recibirá el precio pleno por su producto, siendo este anuncio el mismo que incumplió el secretario Javier de Urquiza para la campaña 2007-2008, engañando arteramente a los productores trigueros con el único objetivo de impedir que disminuya el área sembrada del cultivo.
Esta nueva exacción se suma a la equivocada política en ganados y carnes, con lo que se anticipa tiempos de mucha tensión entre los productores agropecuarios y un gobierno nacional incapaz de gestionar una correcta política económica.

Esto no es más que una nueva agresión a un sector que está haciendo todo lo posible para aprovechar la situación internacional en beneficio de todo el país. Sin embargo, en el Gobierno, sin pensar en el largo plazo, se toman estas medidas cortoplacistas, y usan al sector para remediar los problemas financieros.

En fin, medidas como estas atentan contra todo el sector del campo y no hacen más que quitarles esperanzas a los productores quienes hacen todo lo posible para crecer.

Es por todo lo expuesto que solicitamos a nuestros pares en este Honorable Cuerpo Legislativo, nos acompañen con su voto afirmativo al presente proyecto de Declaración.

Diputado Jorge Macri

